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Providencia:


Sentencia de Segunda Instancia, jueves 16 de marzo de 2017.

Proceso: 



Ordinario Laboral – Modifica sentencia que accedió a las pretensiones
Radicación No: 
 

66001-31-05-002-2013-00141-01
Demandante:                    
Edilio Arango A., Emiro Andrés Vidal D., Jorge A. Marín J., Jhon F. Cortés C. y Jhon J. Tangarife D.                 
Demandado:            

S.G. Comunicaciones S.A.S. y Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. E.S.P.  
Juzgado de origen:        

Segundo Laboral del Circuito de Pereira.
Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:     
EXTINCIÓN DE LA PERSONA JURÍDICA –EMPLEADORA- ANTES DE LA INICIACIÓN DEL PROCESO LABORAL. Ante la ausencia de norma que regule el tema, no se insinúa absurda la interpretación que de manera análoga a la prevista en el artículo 60 del C.P.C., deban concurrir al proceso, los sucesores de la sociedad liquidada, puesto que de no ser así, se desprotegería a los trabajadores, en su reclamo acerca de los créditos causados con antelación a la disolución y liquidación de la persona jurídica. Encontrar la solución, en cuerpos normativos diferentes al estatuto procesal del trabajo y al Código de Procedimiento Civil, sería contrario a lo disciplinado tanto en el artículo 19 de la obra sustantiva del trabajo, como del 145 adjetiva laboral. SOLIDARIDAD ENTRE EL CONTRATISTA Y EL CONTRATANTE O BENEFICIARIO O DUEÑO DE LA OBRA: Abundante es la jurisprudencia en torno a la exigencia del nexo que debe mediar entre los objetos sociales desarrollados por una y otra, al punto que la actividad del contratista en pro de la contratante, no se circunscriba únicamente a cubrir una necesidad propia del beneficiario, sino que además, constituya una función directamente vinculada con la ordinaria explotación de su objeto económico y que éste debe desarrollar (sentencias de 20 de marzo de 2013, radicación 40541 y 10 de octubre de 1997, radicado 9881). LLAMAMIENTO EN GARANTÍA A ASEGURADORA. La póliza ampara el incumplimiento de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones a cargo de la tomadora del seguro, esto es, la empleadora o contratista. Por consiguiente, la compañía de seguros, le debe reembolsar al obligado solidario, en su condición de asegurado, aquellas guarismos laborales que ésta ha debido desembolsar por el incumplimiento en el pago de salarios, prestaciones sociales, en que hubiese incurrido el tomador o empleador, incluyendo las indemnizaciones, por no estar excluidas en el amparo, puesto que por el contrario, derivan de la vinculación laboral del personal utilizado para la ejecución del contrato garantizado, y que por la solidaridad laboral se vea obligada a asumir la entidad estatal asegurada, por lo que el  pago que la solidaria realice por ese concepto está cubierto con la póliza hasta el límite que la misma establezca.
En Pereira, hoy jueves dieciséis (16) de marzo de dos mil diecisiete (2017), siendo las nueve de la mañana (9:00 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia las magistradas y el magistrado ponente de la sala de decisión 3 de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el recurso de apelación interpuesto por Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. E.S.P. y  Seguros del Estado S.A., en contra de la sentencia proferida el 15 de Marzo de 2016 por el Juzgado  Segundo Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro del proceso ordinario promovido por Edilio Arango Arango, Emiro Andrés Vidal Duarte, Jorge Alejandro Marín Jaramillo, Jhon Fredy Cortés Cifuentes y Jhon Jader Tangarife Duque, en contra de SG Comunicaciones Pereira E.U., representada por Silvio de Jesús Galeano Jaramillo, y las recurrentes, la última como llamada en garantía.      
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN
Los demandantes enfocan sus pretensiones a que la jurisdicción declare: (i) la existencia de los contratos de trabajo habidos, entre cada uno de los demandantes con SG Comunicaciones Pereira EU, representada por Silvio Galeano Jaramillo, y (ii) que esta compañía demandada y la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., son responsables solidarias frentes a los trabajadores demandantes, del reconocimiento de los siguientes créditos: salarios del 1 al 25 de mayo de 2011, auxilio de cesantías, intereses y sanción por no pago de estas, vacaciones y primas de servicios proporcionales, indemnización por despido unilateral y sin justa causa, e indemnización moratoria.

Las preconcebidas súplicas descansan en los hechos alusivos a los contratos de trabajo celebrados, por cada uno de los actores con SG Comunicaciones de Pereira, a partir del 1 (Arango) y el 3 de marzo de 2011 (los demás), hasta el 25 de mayo del mismo año, para el tendido de redes y demás obras de infraestructura, a que se había comprometido la empleadora con la empresa contratante; desempeñándose, Edilio Arango, como liniero y conectorizador, con un salario mensual de $884.000.14,  Emiro Andrés Vidal como: cablista, percibiendo un monto igual al anterior, Jhon Fredy Cortés como: auxiliar devengando $535.600, Jhon Jader Tangarife como: conectorizador y calibrador, percibiendo $884.000,14 y Jorge Alejandro Marín como: supervisor, HFC y F.O., devengando $1.339.000.

La demandada inicial, SG Comunicaciones de Pereira EU, fue desvinculada de esta litis, en orden a que se continuara ésta con Silvio Galeano Jaramillo, a quien se ordenó integrar, en vista de la disolución y liquidación de la primera (fls. 196 y 202). 

A renglón seguido se apersonó en su nombre el curador ad-litem, por desconocerse el paradero de Galeano Jaramillo. En su respuesta, se pronunció sobre cada uno de los hechos, replicando no constarles. No se allanó ni se opuso a las pretensiones, y formuló la excepción de fondo de prescripción (fl. 215).

La Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., se opuso a las pretensiones. A la mayoría de los hechos, replicó ser ajena a la relación laboral debatida, por cuanto a quien se señala como la empleadora, fungió como su contratista y con plena autonomía. No propuso excepciones (fls. 46 y ss); pero en cambio, llamó en garantía a Seguros del Estado S.A., para que respondiera por el monto de lo que los demandantes reclaman: salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, en el evento en que se hallare responsable a la llamante (fl. 88).

Por su parte, la compañía aseguradora, se opuso a las pretensiones declarativas y de condena. A los hechos de la demanda inicial replicó que deben probarse ya que no le constan; a los del llamamiento replicó la certeza, total o parcial, sobre los alusivos a los del amparo de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, contenidos en la póliza de cumplimiento que garantizó el contrato No. 007 de 2011, celebrado entre S.G. Comunicaciones y Empresa de Telecomunicaciones de Pereira, con vigencia: 24/02/2011 hasta 24/08/2015. Propuso como excepciones: falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de Seguros del Estado S.A., por inexistencia de la obligación de la aseguradora; ausencia de la cobertura de la póliza, por cuanto no se encuentra probada la solidaridad entre SG y Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., y por cuanto no se encuentra probado que las funciones para las cuales fueron contratados los demandantes, hayan sido pactadas en virtud del negocio jurídico garantizado por la póliza; inexistencia de la obligación a cargo de Seguros del Estado S.A.; cobertura exclusiva de los riesgos pactados en la póliza de seguros de cumplimiento; imposibilidad de condenar al empleador solidario al pago de las sanciones laborales; imposibilidad de extender el carácter subjetivo de la mala fe en los responsables solidarios, y límite de la responsabilidad (fls. 155 y ss) 
El juzgado del conocimiento, tras declarar: (i) la existencia de los contratos de trabajo a término indefinido, habidos entre SG Comunicaciones S.A.S., hoy liquidada y los demandantes así: desde el 8 de marzo al 18 de mayo de 2011 con: Edilio Arango Arango, Emiro Andrés Vidal Duarte y Jorge Alejandro Marín Jaramillo; y desde el 15 de marzo al 18 de mayo de 2011, con: Jhon Fredy Cortés Cifuentes y Jhon Jader Tangarife Duque; (ii) la terminación por razones atribuibles al empleador, (iii) responsable a Silvio de Jesús Galeano Jaramillo, en su calidad de socio de SG. Comunicaciones S.A.S., ya liquidada, y solidariamente a Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A.S., de todas las acreencias reconocidas a cargo de SG Comunicaciones Pereira S.A.S.; condenó a ésta última y en pro de los actores al reconocimiento de: salarios insolutos, auxilio de cesantías, intereses y sanción por su no pago, prima de servicios, vacaciones, indemnización por despido injusto e indemnización moratoria. 
Finalmente, condenó a la llamada en garantía Seguros del Estado S.A., con arreglo en la póliza de seguro de cumplimiento suscrita con S.G. Comunicaciones Pereira S.A.S., amén de costas a cargo de las demandadas.
En su motiva, dio por demostrada la existencia del vínculo que ató a las sociedades SG. Comunicaciones Pereira EU (luego S.A.S), y Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., a través del contrato No. 007 de 2011, con el objeto de la  construcción y mantenimiento de redes, obras complementarias, para el servicio de telecomunicaciones; así como el acta de liquidación unilateral, por lo que con base en la declaración de Luis Fernando Granados Agudelo, persona que se había vinculado a SG. Comunicaciones, a comienzos de marzo de 2011, dio por sentadas las relaciones laborales con dicha empresa de los acá demandantes, y en las fechas atrás dilucidadas. 
Atribuyó la desvinculación de estos a causa de la terminación del contrato No. 007 de 2011 por la decisión de la contratante ante el incumplimiento de las obligaciones por parte de la contratista S.G., según acta de liquidación levantada el 28 de febrero de 2012; de lo cual dedujo entonces, que como ese incumplimiento también recaía, según el deponente, sobre las obligaciones laborales, mandó a que se pagara la indemnización por despido injusto. Dispuso el pago de las acreencias sin estimar los montos depositados en la cuenta de depósitos judiciales por la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., antes de que se dictara el fallo de primera instancia, en virtud de que no militaba una liquidación adjunta, por lo que dispuso que corriera la sanción moratoria hasta cuando se hiciera efectivo el pago de tales acreencias, puesto que tampoco reconoció buena fe de la empleadora, ni que hubiera lugar a estudiar la buena fe de la solidaria, puesto que era tema que incumbía solo respecto de la empleadora.
En cuanto a la solidaridad de las dos empresas, adujo que sus objetos eran similares, y que los mismos guardaban relación con las labores ejecutadas por los operarios, por lo que entonces, dio por acreditada tal solidaridad, así como también el llamamiento hecho a la compañía de seguros, acorde con la póliza visible a folio 92, siendo suficiente el aviso que se debe hacer a la asegurada, a través de la sentencia misma, en la que quedó definida la deuda a favor de los trabajadores, acorde en su sentir, con pronunciamiento de esta Sala; desestimó el estudio de la buena fe del obligado solidario, dado que el procedente, era el del contratista- empleador, quien brilla por su ausencia su actuar cobijado de buena fe.
Contra el mentado fallo se alzó, en primer lugar la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., en orden a manifestar su inconformidad por haberse tenido por acreditados: (i) los hitos cronológicos de las relaciones debatidas, con base en una declaración que no ofreció credibilidad, (ii) el despido injusto, por el desconocimiento del hecho que generó tal ruptura contractual, (iii) la solidaridad, por no ser idénticos los objetos de la contratante y la contratista, y (iv) que no se tuvo en cuenta la consignación, aún sin conocerse previamente los valores adeudados, y que la consignante no fungía como empleadora, puesto que de todas maneras, atajó la moratoria que pudiera correr en contra de la empleadora. 

En segundo lugar, se alzó la llamada en garantía, (i) en sentido similar a la anterior en cuanto a la falta de acreditación de los mojones de la relación laboral, (ii) el valor probatoria de las consignaciones y buena fe, de la asegurada Empresa de Telecomunicaciones, (ii) la ausencia de aviso oportuno del siniestro a la aseguradora (iii) la póliza no se extiende al cubrimiento de la solidaridad por la indemnización moratoria.
Alegatos en esta instancia:

Consideraciones
I- Acorde con el recorrido precedente son varios los tópicos a examinar en este segundo grado, despejando de entrada la situación jurídica de la empleadora, señalada por los demandantes como SG. Comunicaciones Pereira S.A.S., cuando lo cierto, es que al momento de incoarse las pretensiones en su contra, no existía, toda vez que la liquidación del ente societario se produjo con su inscripción en el registro mercantil el 27 de mayo de 2011.

Tal aspecto fue advertido por la a-quo con posterioridad a la iniciación de esta contienda, mediante las actuaciones visibles a folios 195 y 202, adoptando el correctivo adecuado con miras de inmacular el proceso de cualquier vicio, y evitar una posible sentencia inhibitoria, por ausencia de parte, por lo que ordenó la integración de la litis con Silvio Galeano Jaramillo, quien desplazó, procesalmente, puesto que fue desvinculada la sociedad de la cual era su accionista en vigencia de la misma.

Aunque la jueza del conocimiento no hizo alusión directamente a la sucesión procesal del artículo 60 del C.P.C., vigente para la época, con la diferencia de que la extinción de la persona jurídica,  no se dio en el curso del proceso, como se regulaba en ese estatuto y ahora, en el artículo 68 del C.G.P., ambos de aplicación por la integración normativa autorizada por el artículo 145 de la obra homóloga laboral, empero, ante la ausencia de norma que regule el tema en el específico asunto de haberse extinguido el ente antes de que se promoviera la acción judicial, no se insinúa absurda la interpretación que de manera análoga a la prevista en el citado artículo 60, deban concurrir al proceso, los sucesores de la extinta, puesto que de no ser así, se desprotegería a los trabajadores, en su reclamo acerca de los créditos causados con antelación a la disolución y liquidación de la persona jurídica.

Ahora bien, encontrar la solución en cuerpos normativos diferentes al estatuto procesal del trabajo y al Código de Procedimiento Civil de la época, sería contrario a lo disciplinado tanto en el artículo 19 de la obra sustantiva del trabajo, como del 145 adjetiva laboral. 

II- Esclarecido el análisis atinente a la capacidad de parte que le asiste a la parte pasiva, y descendiendo la Sala, a lo que es materia del recurso, ligado al cuestionamiento que se hace en primer lugar, a los mojones de la relación laboral, comprobado se tiene, con antelación, que efectivamente: (i) las sociedades involucradas en este pleito, celebraron el  contrato No. 07 de 2011, (ii) que acorde con su acta de liquidación unilateral levantada por la interventoría, el 28 de febrero de 2012, se extrae el siguiente recorrido: fecha de iniciación: 24 de febrero de 2011, fecha de terminación original: 24 de agosto de 2012; fecha de suspensión de actividades u operatividad del contrato en ejecución: 18 de mayo de 2011; fecha de declaratoria de incumplimiento del contrato: 12 de julio de 2011 (fls. 81 vto- 82).
Además, como consideraciones de la terminación unilateral por el incumplimiento del contrato No. 007, por parte de la contratante Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., se tiene, entre otras: (i) que el 9 de mayo de 2011, mediante llamada telefónica por parte del ingeniero residente del contrato, se informa la suspensión de labores por parte de los trabajadores del contrato 007 de 2011, por falta de pago en nómina correspondiente a la segunda quincena del mes de abril; (ii) que el 16 y 18 de mayo de 2011, la interventoría nuevamente solicita envío de los documentos soportes que amparen el pago de parafiscales y nómina a los trabajadores que laboraron en el mes de abril; (iii) que el 18 de mayo se convocó a una reunión con el contratista, con el fin de buscar la terminación del contrato de mutuo acuerdo, a la cual asistió dicho contratista, Silvio de Jesús Galeano, quien expresó tener dificultades financieras por lo que confirmó estar de acuerdo con las consideraciones mencionadas, y que la mejor decisión es dar por terminado el contrato de común acuerdo; frente a lo cual se le solicitó la terminación de las obras que estaban iniciadas, y se dio un plazo hasta el 15 de junio para ello.

En esa misma resolución No.1 de 12 de junio de 2011, se plasmó que el 19 de mayo la interventoría detectó que no habían sido cancelados los parafiscales del mes de marzo, ni los de abril, razón por la cual ETP, decidió suspender inmediatamente las labores del contratista, debido al riesgo en que se encontraban por no estar protegidos por la seguridad social. Se añade que mediante oficio 006 del 20 de mayo, la interventoría informó que debido a los acontecimientos vigentes que ratificaban la deuda en el pago de parafiscales y salud correspondientes a marzo y abril de 2011, se suspendió la elaboración y trámite del documento de terminación de mutuo acuerdo previsto el día anterior, y se confirmó como plazo máximo el 31 de mayo para el envío de los soportes de pago de parafiscales y seguridad social integral. 

Que debido al incumplimiento reiterado de sus obligaciones contractuales y laborales, suspensión de actividades, por parte de los trabajadores del contratista, y en especial el pago de los aportes parafiscales y seguridad social integral, la empresa puso en conocimiento el 20 de mayo de 2011, tales comportamientos inusuales del contratista a la aseguradora. Se hizo constar, también, que algunos trabajadores elevaron distintas peticiones al Ministerio del Trabajo, solicitando la intermediación para el pago de los salarios y prestaciones sociales que SG Comunicaciones les adeudaba, manifestando su representante legal, en diligencia fallida de conciliación, que no contaba con los recursos para liquidarlos, por lo que debían cubrirse con la póliza de cumplimiento.

Se le reprochó, entonces, a S.G. Comunicaciones: (i) sus reiterados incumplimientos, (ii) su grave situación económica que lo llevó a la cesación de pagos por salarios, prestaciones sociales, aportes parafiscales y seguridad social integral, (iii) su imposibilidad para proseguir con la ejecución del contrato al haber dado por terminado los contratos de trabajo. Por lo que concluye, que resulta imperativo para la empresa de Telecomunicaciones, proceder a la declaratoria del siniestro de incumplimiento y, terminación unilateral, habilitándola, también, para hacer efectivo el cobro de la cláusula penal pecuniaria (fls. 101 a 105). 

III- Tal documentación aunada a la declaración de Luis Fernando Granados Agudelo, ponen de manifiesto que los demandantes prestaron sus servicios subordinados a la compañía S.G. Comunicaciones S.A.S., ya liquidada, sobreviviendo su empresario constituyente, Silvio de Jesús Galeano Jaramillo. Igualmente, es referente dicha probanza, que la actividad de los actores se desenvolvió a propósito del contrato No. 007 del 23 de febrero de 2011, celebrado entre la contratante Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. y SG Comunicaciones Pereira S.A.S., cuyo objeto era: de la  construcción y mantenimiento, con suministro parcial de materiales de obras menores de redes, obras complementarias, y soluciones especiales para el servicio de telecomunicaciones en todos los sitios en donde llegue la red de la empresa (fl. 54).
Sentado, entonces, que el contrato No. 07 celebrado entre las entidades accionadas, para el tendido de redes de telecomunicaciones y obras complementarias, al que accedieron los contratos de trabajo ajustados entre el contratista de la obra y cada uno de los demandantes, tuvo como duración real del 24 de febrero al 18 de mayo de 2011, conforme al recorrido elaborado precedentemente, por ende, la a-quo, no desacertó cuando ubicó la iniciación de los vínculos de trabajo en el mes de marzo de 2011, justamente, cuando se iniciara el del declarante Granados, quien por haber fungido como compañero de los actores, merece credibilidad, sin advertir en su dicho, las contradicciones que le reprocha la censura, máxime cuando ese hito no se fijó con antelación a marzo de 2011, como lo suponen las recurrentes.

En cuanto al hito final, la prueba documental es contundente, en dar cuenta de la manera abrupta como la empleadora, dio lugar a la terminación de los contratos de trabajo, tras los sistemáticos incumplimientos de sus obligaciones laborales, circunstancia, entre otras, que determinó que el 18 de mayo de 2011, los trabajadores cesaran realmente en su obligaciones correlativas, ante la intervención del contratante Empresa de Telecomunicaciones, con arreglo a lo narrado en un comienzo.

IV- En lo tocante a la terminación del contrato de trabajo, obviamente, que por lo acabado de referir, quedó demostrado la finalización de los vínculos laborales, por causas imputables a la empleadora, quien en la ejecución de los mismos se sustrajo al cumplimiento de sus deberes con los trabajadores, sin justificación alguna, menos cifrada en su difícil situación económica, por cuento ella recibió un anticipo de $130.702.876 (fl. 76 vto), que debió aplicar principalmente, a los conceptos laborales, seguridad social y parafiscales.

No sale avante, por tanto, este segmento de la apelación.

V- En relación con la solidaridad entre el contratista y el contratante o beneficiario o dueño de la obra, respecto de los conceptos laborales que la primera le ha dejado de cancelar a sus trabajadores, abundante es la jurisprudencia en torno a la exigencia del nexo que debe mediar entre los objetos sociales desarrollados por una y otra, al punto que la actividad del contratista en pro de la contratante, no se circunscriba únicamente a cubrir una necesidad propia del beneficiario, sino que además, constituya una función directamente vinculada con la ordinaria explotación de su objeto económico y que éste debe desarrollar (sentencias de 20 de marzo de 2013, radicación 40541 y 10 de octubre de 1997, radicado 9881).
A contrario sensu, como lo puntualiza la ameritada jurisprudencia: “la solidaridad en cuestión se excluye cuando el contratista cumple actividades ajenas de la que explota el dueño de la obra, porque lo que persigue la ley con el mecanismo de la solidaridad es proteger a los trabajadores frente a la posibilidad de que el empresario quiera desarrollar su explotación económica por conducto de contratistas con el propósito fraudulento de evadir su responsabilidad laboral. Esta situación por tanto no se presenta en el caso de que el dueño de la obra requiera de un contratista independiente para satisfacer una necesidad propia pero extraordinaria de la empresa …”.  
Hecha la confrontación del objeto, pretranscrito, a que se comprometió cumplir la contratista independiente: construcción y mantenimiento de obras menores de redes, obras complementarias y soluciones especiales para el servicio de telecomunicaciones (fl. 54), con el objeto social de la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A.: prestación de los servicios de telecomunicaciones y provisión de redes y sus actividades complementarias (fl. 85 vto), fácil resulta advertir, la similitud de los mismos, por lo que este elemento de la solidaridad se colma en el sub-lite., y no hay lugar entonces, a modificar la decisión de la a-quo en tal sentido.

VI- Ahora, bien en lo que atañe a los depósitos judiciales realizados por la obligada solidaria, el 12 de diciembre de 2014 (fls. 140 ss), ciertamente, la Sala no ve la razón para que se deje de tomar en cuenta, e incluso como factor que frenaría la sanción moratoria que venía corriendo en contra de la empleadora, así la consignación fuera realizada por la deudora solidaria, por cuanto, dicho pago la beneficia como deudora indirecta.

Iterase, que tal reconocimiento se debe hacer, no por cuanto a la empresa de Telecomunicaciones, se le abone su buena fe, por tal circunstancia, como se expone en el recurso, sino por el hecho mismo del pago, que así mismo la beneficia. Sobre el particular, valga traer a cuento las palabras del órgano de cierre de la especialidad laboral, en cuanto a la buena fe del solidario.

Al efecto, ha dicho, que “no es motivo de exculpación para el contratante beneficiario el que haya cumplido sus obligaciones contractuales para el contratista independiente y que su proceder en el desarrollo del mismo se haya avenido a una actitud ética o moral intachable; reiterando claro está que el beneficiario del servicio o dueño de la obra, puede alegar como obligado solidario todas las excepciones que el contratista como verdadero empleador pudiera oponer a sus trabajadores, por vía de ejemplo, las usuales, de pago, inexistencia de la obligación, prescripción, compensación, buena fe del empleador, etc.; pero de ningún modo las personales tendientes a que se le absuelva de las obligaciones laborales declaradas a favor de los trabajadores y por las que se imponga condena al contratista independiente en su calidad de empleador, salvo aquellas a través de las cuales discuta que no tiene la condición de obligado solidario, por cualquier razón” (SL 471- 2013, radicación 40049). 
VII- En síntesis, la consignación o depósito judicial, contiene o ataja los efectos de la sanción moratoria, hasta el día en que se realizó, 12 de diciembre de 2014, como quiera que su sustento fáctico, o sea, la falta de pago desapareció. Por ende, se modificará la sentencia en tal sentido.
Ello, necesariamente, implicará que lo consignado impactará en el resultado final de lo adeudado a los actores, en la medida que si ello cubre el valor total de las condenas que se ordenaron en primera instancia, no habría lugar, entonces, a reconocer suma alguna.
VIII- En efecto, comparando el valor de los títulos con las condenas fulminadas en la sentencia de primera instancia, resulta que con los importes de los primeros, se cubre con largueza lo que tiene que ver con salarios, prestaciones sociales, intereses y vacaciones de las segundas, arrojando de todas maneras, un saldo a favor de los demandantes, saldo que se imputará parcialmente al reconocimiento de la indemnización por terminación injusta del contrato de trabajo, excepto a Jorge Alejandro Marín Jaramillo a quien con el depósito se le pagaron tales acreencias por salarios, prestaciones sociales, vacaciones e intereses, y cubre igualmente, la susodicha indemnización por terminación injusta del contrato de trabajo.
Por consiguiente, el saldo que aún queda por deber por indemnización por despido injusto, es así: Edilio Arango Arango: $460.603; Emiro Andrés Vidal Duarte: $473.883; Jhon Fredy Cortés Cifuentes: $278.694, y a Jhon Jader Tangarife Duque: $429.291.
Todo ello, sin perjuicio de la deuda por indemnización moratoria que cesa de correr, a todos, el 12 de diciembre de 2014 y, la sanción por no pago de intereses, ambas insolutas.
Se modificará el fallo en tal sentido.

IX- Solo resta por examinar del recurso interpuesto por la compañía aseguradora, en lo referente a la falta de aviso del siniestro conforme al artículo 1075 del Código de Comercio. Independientemente, de que tal disposición contenida en el código mercantil de recibo en materia laboral, o que sea tempestivo el aviso por medio de la sentencia declarativa del derecho, como lo sostiene la a-quo, con cita de este Tribunal, lo relevante es que la inconformidad es infundada, toda vez que la resolución No. 001 del 12 de julio de 2011, por medio de la cual, el gerente de la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., entre otras cosas, declaró la ocurrencia del siniestro vinculado al amparo de cumplimiento de pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales, riesgo amparado por la póliza única de cumplimiento  No. 55-54-101016818 expedida por Seguros del Estado S.A., fue debidamente notificada a ésta, quien en tiempo interpuso el recurso de reposición, mismo que le fuera resuelto desfavorablemente, tal cual se aprecia a folios 101 a 120.

De allí que pierde todo sustento fáctico el hecho de que la aseguradora no hubiera recibido aviso del siniestro, cuando lo acabado de referir indica todo lo contrario, por eso no sale avante, este último aspecto del recurso de la compañía de seguros. 

Por otra parte, no es cierta la afirmación de que en el sub-examine, la condena a la aseguradora, surja de que a la Empresa de Telecomunicaciones, se le declare empleadora, hecho que evidentemente no abarca la póliza, puesto que ésta ampara el incumplimiento de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones a cargo de la tomadora del seguro, SG. Comunicaciones Pereira S.A.S., hoy extinguida, sobre la cual recae la declaración judicial de empleadora.

Por consiguiente, la compañía de seguros, le debe reembolsar a la E.T.P S.A., en su condición de asegurada, aquellas guarismos laborales que ésta ha debido desembolsar por el incumplimiento en el pago de salarios, prestaciones sociales, en que hubiese incurrido el tomador o empleador, incluyendo las indemnizaciones (por terminación y moratoria), por no estar excluidas en el amparo (fl. 182), puesto que por el contrario, derivan de la vinculación laboral del personal utilizado para la ejecución del contrato garantizado, y que por la solidaridad laboral se vea obligada a asumir la entidad estatal asegurada, por lo que el  pago que la solidaria realice por ese concepto está cubierto con la póliza hasta el límite que la misma establezca.
No prospera, por ende, el recurso de la aseguradora.
X- En virtud de la prosperidad parcial de la alzada interpuesta por la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., se modificará la sentencia revisada en segundo grado, (i) en el sentido de que las declaraciones y condenas recaerán sobre el señor Silvio de Jesús Galeano Jaramillo, como sucesor de la sociedad liquidada, SG. Comunicaciones Pereira S.A.S., (ii) en orden a reconocer el pago de salarios, prestaciones sociales, vacaciones, intereses, así como parcialmente, el pago de la indemnización por despido injusto y (iii) la indemnización moratoria en el sentido expuesto atrás.
Por haber prosperado parcialmente los recursos, no se condenará en costas en esta instancia. 

Como corolario de lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión No. 3 de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y en nombre de la Ley,
FALLA
1- Revoca el numeral tercero y parcialmente el numeral cuarto de la sentencia conocida en apelación. En su lugar:  
1.1. Declara que con la consignación realizada por la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A., el 12 de diciembre de 2014, a favor de los demandantes a través de los títulos judiciales que dan cuenta los folios 190 a 194, se han satisfecho los créditos por: salarios, prestaciones sociales, vacaciones, intereses a las cesantías, y parcialmente, la indemnización por despido injusto, salvo lo que se estimará seguidamente en relación con Jorge Alejandro Marín Jaramillo.
1.2. Condena a Silvio de Jesús Galeano Jaramillo, como sucesor de la sociedad liquidada, SG. Comunicaciones Pereira S.A.S., a reconocer el saldo por concepto de indemnización por despido injusto así: Edilio Arango Arango: $460.603; Emiro Andrés Vidal Duarte: $473.883; Jhon Fredy Cortés Cifuentes: $278.694, y a Jhon Jader Tangarife Duque: $429.291.

1.2. Declara pago total por concepto de indemnización por despido injusto a Jorge Alejandro Marín Jaramillo.
2. Modifica los siguientes numerales así:

2.1. El numeral segundo, el cual quedará así: Declara a Silvio de Jesús Galeano Jaramillo, como sucesor de la sociedad SG. Comunicaciones Pereira S.A.S., ya liquidada.
2.3. El encabezado de los numerales quinto y sexto, en el sentido de Condenar a Silvio de Jesús Galeano Jaramillo, como sucesor de la sociedad SG. Comunicaciones Pereira S.A.S. ya liquidada, por concepto de indemnización moratoria del artículo 65 del C.S.T., y sanción por no pago de intereses.
2.3.1. La parte final de los párrafos 2º y 3º del numeral quinto. Se adiciona así: 

Para: Edilio Arango Arango, Emiro Andrés Vidal Duarte, Jorge Alejandro Marín Jaramillo y, Jhon Jader Tangarife Duque, por la indemnización moratoria, luego de corrida la sanción por cada día de retardo ($28.333) al cabo de los 24 meses, correrán los interés bancarios corrientes sobre salarios y prestaciones sociales, a partir del 19 de mayo de 2013 hasta el 12 de diciembre de 2014. 
Para: Jhon Fredy Cortés Cifuentes, la sanción moratoria: $17.853 por cada día de retardo, correrá desde el 19 de mayo de 2011 hasta el 12 de diciembre de 2014. 

3. Se adiciona la parte final del numeral 7º,  en relación con la solidaridad, en el sentido de que el deudor principal es Silvio de Jesús Galeano Jaramillo, como sucesor de la sociedad SG. Comunicaciones Pereira S.A.S., ya liquidada.

4. Confirma lo demás. 

5. Sin costas en este grado
 Notificación surtida EN ESTRADOS.

El magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Las Magistradas,
OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      
Alonso Gaviria Ocampo              

Secretario
PAGE  
1

